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por dicho Juzgado, y en modo alguno a la conducta
procesal del condenado, que efectivamente presentó su
recurso de apelación, según acredita el estadillo de la
hoja de registro de entrada a que nos hemos referido.
Además, resulta significativo que los distintos proveídos
dictados por el Juzgado de Instrucción, como conse-
cuencia de la formalización de los recursos de apelación,
siempre fuesen notificados a la Procuradora doña Palo-
ma de la Torre Cilleros «en nombre de Benito Ferrez
Castillo y Carlos Ferrez Molina», y que fuera al producirse
la remisión del rollo de apelación a la Audiencia Provincial
cuando el Juzgado se refiriese, por primera vez, a la
apelación interpuesta por dicha Procuradora «en nombre
y representación del condenado en la misma Benito
Ferrez Castillo», sin hacer mención al recurso de ape-
lación también formalizado por el hoy demandante de
amparo. Es claro, pues, que por motivos ajenos a la con-
ducta procesal del actor, la Sentencia dictada en ape-
lación fue pronunciada sin tener en cuenta las razones
alegadas por éste en su recurso y, por tanto, con vul-
neración de su derecho de defensa, por lo que hemos
de conceder el amparo solicitado.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Otorgar el amparo solicitado por don Carlos Ferrez
Molina y, en consecuencia:

1.o Declarar que se ha vulnerado su derecho a la
tutela judicial efectiva sin indefensión (art. 24.1 C.E.).

2.o Anular la Sentencia dictada por la Audiencia Pro-
vincial de Madrid (Sección Primera) el día 3 de junio
de 1995, recaída en el rollo de apelación 143/1995,
para que se proceda a dictar nueva Sentencia que se
pronuncie sobre el recurso de apelación promovido por
aquél.

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a treinta y uno de mayo de mil
novecientos noventa y nueve.—Pedro Cruz Villalón.—Ma-
nuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Man-
zano.—Pablo Cachón Vil lar.—Fernando Garrido
Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Firmado y rubri-
cado.

14234 Sala Primera. Sentencia 99/1999, de 31 de
mayo. Recurso de amparo 2.527/1995. Con-
tra Sentencia de la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia
de Murcia sobre concurso de méritos para
la provisión de plaza de Jefe del Servicio de
Medicina Interna del Hospital General de Mur-
cia. Vulneración del derecho a acceder en con-
diciones de igualdad a las funciones públicas:
Interpretación discriminatoria de baremos de
méritos lesiva del derecho.

La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compues-
ta por don Pedro Cruz Villalón, Presidente; don Manuel
Jiménez de Parga y Cabrera, don Pablo García Manzano,
don Pablo Cachón Villar, don Fernando Garrido Falla y
doña María Emilia Casas Baamonde, Magistrados, ha
pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 2.527/1995, promo-
vido por don José Soriano Palao, representado por la
Procuradora doña Pilar Azorín-Albiñana López, y bajo
la dirección letrada de don Romualdo M. Faura García,
contra la Sentencia de 31 de diciembre de 1994 de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Segun-
da, del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, dictada
en el recurso contencioso-administrativo núm.
01/0000840/1990, contra la Resolución de 3 de agos-
to de 1990 de la Dirección General de la Función Pública,
Consejería de Administración Pública e Interior de la
Comunidad Autónoma de la Región de Murcia. Han com-
parecido don Leandro González-Sicilia Llamas, represen-
tado por el Procurador don Jorge Deleito García y por
el Letrado don Emilio Díez Revenga Torres, la Región
de Murcia y el Ministerio Fiscal, siendo Ponente el Magis-
trado don Fernando Garrido Falla, quien expresa el pare-
cer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Por escrito presentado ante este Tribunal el 6
de julio de 1995, la Procuradora de los Tribunales doña
Pilar Azorín-Albiñana López, actuando en representación
de don José Soriano Palao interpuso recurso de amparo
contra la Sentencia de 31 de diciembre de 1994 de
la Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección Segun-
da, del Tribunal Superior de Justicia de Murcia, que resol-
vía el recurso contencioso-administrativo interpuesto
contra la Resolución de 3 de agosto de 1990 de la
Dirección General de la Función Pública, Consejería de
Administración Pública e Interior de la Región de Murcia,
que desestimó el recurso de reposición contra la Orden
de 25 de mayo de 1990, de la Consejería de Admi-
nistración Pública e Interior.

2. Los hechos relevantes para el examen de la pre-
tensión de amparo son los siguientes:

a) Por Orden de 14 de diciembre de 1989, de la
Consejería de Administración Pública e Interior de la
Comunidad Autónoma de Murcia, se convocó concurso
de méritos para la provisión de distintas plazas, entre
ellas la de Jefe de Servicio de Medicina Interna del Hos-
pital General de Murcia.

De la Orden de convocatoria cabe destacar, por lo
que aquí importa:

El apartado 1. C) de la base 1.a disponía que dicha
plaza, podría ser solicitada, «... además de por los fun-
cionarios de carrera de las distintas Administraciones
Públicas... , por el Personal Estatutario de la Seguridad
Social vinculado a ésta con carácter definitivo... ».

En el apartado I del baremo de méritos («posesión
de determinado grado personal —valoración máxima de
este apartado 3 puntos—»), se preveía una puntuación
de 3 puntos «por haber consolidado un grado personal
igual o superior al nivel de complemento de destino del
puesto que se solicita».

b) A la plaza se presentaron cuatro candidatos: don
Leandro González-Sicilia Llamas y don José Andrés
Muñoz Sánchez, funcionarios de la Comunidad Autóno-
ma de Murcia; don Pedro Paricio Núñez, vinculado a
esta misma Comunidad con un contrato fijo de carácter
laboral, y don José Soriano Palao, que tenía la condición
de personal estatutario al servicio del INSALUD.
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c) En su sesión constitutiva de 16 de febrero de
1990, la Comisión de Selección, al determinar los cri-
terios de aplicación y valoración del baremo de méritos,
decidió respecto del apartado I del baremo, que la pose-
sión de determinado grado personal se aplicará de acuer-
do con las siguientes consideraciones: 1.a Dado que
el grado personal se consolida por el desempeño de
un puesto durante dos años o tres con interrupción, se
estimará consolidado al menos el nivel del puesto base
por el transcurso de dichos dos años desde la adquisición
de la condición de funcionario o de laboral fijo (art. 34.1
del Convenio) en el cuerpo, categoría o escala de per-
tenencia, sin que se requiera aportar o poseer una reso-
lución de reconocimiento expreso. 2.a Se acuerda que
los niveles de complemento de destino y, consiguien-
temente, el grado que se aplicará a los puestos base
para los distintos grupos o niveles retributivos serán los
establecidos, con efectos de 1 de enero de 1990, por
Acuerdo del Consejo de Gobierno de 28 de julio de 1989.
3.a A los funcionarios procedentes de otras Adminis-
traciones se les calculará la puntuación en este apartado
según figure en la certificación correspondiente.

En esa misma reunión se acordó «... elevar consulta
al INSALUD sobre si (el personal estatutario) puede con-
solidar grado personal y si existe equivalencia de los
niveles atribuidos a los puestos desempeñados por el
personal estatutario con los puestos del personal incluido
en el ámbito de aplicación de la Ley 30/1984».

d) En una posterior reunión, celebrada el 20 de mar-
zo de 1990, se acordó un cambio en los criterios ante-
riores, en el sentido de tener en cuenta «los niveles de
complemento de destino actualmente vigentes en las
relaciones de puestos de trabajo de esta Comunidad
Autónoma para 1989», en lugar de los establecidos con
efectos de 1 de enero de 1990.

e) El concurso fue resuelto definitivamente por
Orden de 25 de mayo de 1990, adjudicándose la plaza
a don Leandro González-Sicilia Llamas, que obtuvo una
puntuación total de 13,55 puntos, superior a la de los
demás concursantes: don Pedro Paricio Núñez (13,305
puntos), don José Soriano Palao (12,799 puntos) y don
José Andrés Muñoz Sánchez (12,61 puntos).

La Comisión de Selección no otorgó al hoy recurrente
puntuación alguna en el apartado I del baremo de méritos
(posesión de determinado grado personal) con la siguien-
te motivación: «en la medida en que don José Soriano
Palao, en su condición de personal estatutario, no con-
solida grado personal alguno». Sin embargo, sí otorgó
puntuación en este apartado a don Pedro Paricio Núñez,
con régimen laboral, pese a que (según alega el recurren-
te) ni el Estatuto de los Trabajadores ni el Convenio Colec-
tivo aplicable contemplan la figura del grado personal.

f) Los concursantes que no obtuvieron la plaza pre-
sentaron recursos de reposición, que fueron desestima-
dos por Resolución de 3 de agosto de 1990 de la Direc-
ción General de la Función Pública de la Comunidad
Autónoma de Murcia. Posteriormente, todos ellos inter-
pusieron recursos contencioso-administrativos ante la
Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Murcia, que tramitados de manera
acumulada, fueron resueltos por Sentencia de 31 de
diciembre de 1994, que los desestimó, confirmando las
Resoluciones impugnadas y la adjudicación de la plaza
efectuada por la Administración regional. Frente a esta
Sentencia núm. 511/1994, el demandante interpuso el
presente recurso de amparo.

3. En la demanda de amparo se denuncia la vul-
neración de los derechos a la tutela judicial efectiva (art.
24.1 C.E.), y a la igualdad en el acceso a la función
pública (art. 23.2 C.E.) en relación con el art. 103.3 C.E.

a) Alega el demandante que la Sentencia impug-
nada ha vulnerado su derecho fundamental a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1) por incongruencia omisiva,
al no dar respuesta a peticiones o argumentos esenciales
planteados en la demanda. Considera que el argumento
del órgano judicial, que fundamentó su falta de pun-
tuación en el apartado del baremo de méritos y en su
apartado I («posesión de determinado grado personal»)
debido a su condición de personal estatutario, no da
respuesta suficiente y supone una interpretación literal
del mismo contrario a la finalidad perseguida con la pre-
visión de dicho mérito en el baremo del concurso y a
los principios constitucionales de igualdad, mérito y capa-
cidad, impidiendo al personal estatutario que le sea pun-
tuado el status profesional que tiene adquirido y con-
solidado en la Administración Pública de la que procede.

b) El recurrente considera, asimismo, infringido el
derecho de acceso a la función pública en condiciones
de igualdad (art. 23.2 C.E.), dado que sólo se ha valorado
con relación al apartado Y del baremo, «consolidación
del grado personal», a los aspirantes que son funcio-
narios públicos regidos por la Ley 30/1984. Con ello,
se llega a la conclusión, irrazonable por arbitraria y dis-
criminatoria, de que a otros aspirantes, que también pres-
tan servicios en la Administración Pública, no se les valo-
re el status profesional alcanzado mediante el desem-
peño de un puesto de trabajo de un determinado nivel.
Por otra parte, se ha producido en el concurso una actua-
ción discriminatoria en relación con otro de los concur-
santes, contratado laboral de la Comunidad Autónoma,
al que sí se le ha otorgado puntuación en dicho apartado,
a pesar de que la normativa aplicable al personal laboral
tampoco contempla la figura del «grado personal».

4. Por providencia de 17 de julio de 1995, de la
Sección Segunda de este Tribunal, y a tenor de lo dis-
puesto en el art. 50.5 LOTC, se acordó conceder un
plazo de diez días a la parte recurrente, para que acre-
ditase mediante certificación expedida por el Secretario
del Tribunal, la fecha de notificación a la representación
legal del recurrente, de la Sentencia dictada por la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Murcia de 31 de diciembre de 1994,
requerimiento que se cumplimentó por escrito de 28
de julio de 1995, en el que se acreditaba mediante cer-
tificación expedida por la Sala de lo Contencioso-Ad-
ministrativo del Tribunal Superior de Justicia de Murcia,
que la Sentencia fue notificada al demandante en ampa-
ro el día 13 de junio de 1995.

5. Por providencia de 15 de octubre de 1996, la
Sección Segunda de este Tribunal acordó admitir a trá-
mite la demanda de amparo, y a tenor de lo dispuesto
en el art. 51 LOTC, requerir al Sr. Presidente de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de Murcia, para que en el plazo de diez días
remita testimonio de las actuaciones relativas al recurso
núm. 01/0000840/1990 y del correspondiente expe-
diente administrativo, interesando al propio tiempo el
emplazamiento de quienes fueron parte en el proce-
dimiento, con excepción del recurrente en amparo, para
que pudieran comparecer en el presente proceso cons-
titucional.

6. Recibidas las actuaciones, la Sección Segunda
de este Tribunal, por providencia de 13 de enero de
1997, acordó, a tenor de lo dispuesto en el art. 52 LOTC,
dar vista de todas las actuaciones por plazo común de
veinte días, al Ministerio Fiscal, a los Procuradores Sres.
Azorín-Albiñana López y Deleito García y al Letrado de
la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia, para
que presentasen las alegaciones que estimasen opor-
tunas.
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7. El Letrado de la Comunidad Autónoma de la
Región de Murcia presenta su escrito de alegaciones
el día 3 de febrero de 1997, en el que interesa la inad-
misibilidad del recurso por carecer de los requisitos lega-
les establecidos en el art. 44.1 b) LOTC o , subsidia-
riamente, la desestimación del recurso de amparo por
no haberse violado los derechos fundamentales invo-
cados. En primer término, entiende que debe plantearse
la inadmisibilidad del recurso al pretender el recurrente
una nueva valoración de los hechos, que convierte a
este Tribunal en un Tribunal de Instancia que entra a
revisar las puntuaciones realizadas por la Comisión de
Selección, lo cual rebasa la función otorgada al Tribunal
Constitucional. En base a estos argumentos procede
declarar la inadmisión del recurso de amparo a tenor
del art. 50.2 b) LOTC.

Por otra parte, considera que la infracción del prin-
cipio de igualdad consiste en establecer si una diferen-
ciación es o no discriminatoria, para lo cual el criterio
de la razonabilidad juega un papel primordial. En el caso
presente, la normativa aplicada en el proceso conten-
cioso-administrativo ha conducido a valorar los méritos
de los recurrentes en base a una diferenciación que hace
la propia norma, teniendo en cuenta la distinta vincu-
lación laboral de los recurrentes (funcionario, personal
laboral y estatutario de la Seguridad Social). La Sentencia
recurrida da cumplida respuesta a las cuestiones plan-
teadas y las pretensiones ejercitadas y resuelve en base
a la normativa que les es de aplicación. Esta normativa
produce la diferenciación de trato, con base en que las
situaciones de los recurrentes no son iguales, sino que
se trata de supuestos legalmente diferenciados. Por todo
ello, se ha aplicado la normativa, partiendo de la situación
originaria, respetando el principio de igualdad, y con-
forme a fundamentos jurídicamente razonables, que no
han vulnerado el derecho de acceso a las funciones públi-
cas en condiciones de igualdad (art. 23.2 C.E.). Tampoco
se ha infringido el derecho a la tutela judicial efectiva
(art. 24.1 C.E.), dado que la Sentencia del órgano judicial
está fundada en derecho.

8. Don Leandro González-Sicilia Llamas, represen-
tado por el Procurador don Jorge Deleito García, presenta
su escrito de alegaciones el día 30 de enero de 1997,
en el que interesa la inadmisibilidad del recurso, y en
todo caso la denegación del amparo. En primer lugar,
formula la inadmisibilidad del recurso de amparo en base
al art. 44.1 a) LOTC, al no haberse agotado todos los
recursos utilizables en la vía judicial. En efecto, don Pedro
Paricio Núñez ha interpuesto recurso de revisión ante
la Sala Tercera del Tribunal Supremo, que está pendiente
de resolución. Por otra parte, no se ha producido la vul-
neración del derecho a la tutela judicial efectiva, dado
que la Sentencia recurrida resolvió la cuestión litigiosa
con razonables criterios de legalidad ordinaria, haciendo
una completa y acertada revisión de lo actuado por la
Comisión de selección con estricta sujeción a las bases
de la convocatoria. Tampoco se ha vulnerado el principio
de igualdad del art. 23.2 C.E., pues las vías de parti-
cipación en el concurso no eran iguales y la Sentencia
del órgano judicial fundamenta el mayor y mejor mérito
y capacidad del recurrente con objetividad , que ya apre-
ció en su momento la Comisión de Selección.

9. El 7 de febrero de 1997 se presentó ante el Juz-
gado de Guardia de Madrid el escrito de alegaciones
del recurrente, en el que básicamente se ratifica en los
argumentos establecidos en la demanda de amparo, y
solicita que se dicte sentencia por la que se otorgue
el amparo en los términos solicitados.

10. El Ministerio Fiscal presenta su escrito de ale-
gaciones el 12 de febrero de 1997, interesando la deses-
timación del recurso de amparo. En primer término, con-
sidera que la alegada vulneración del derecho a la tutela

judicial efectiva no tiene auténtico contenido constitu-
cional y carece de independencia propia, dado que el
demandante ha recibido una respuesta razonada y fun-
dada en derecho , si bien contraria a sus pretensiones,
con lo que se satisface las exigencias del art. 24.1 C.E.
Se suscita realmente una discrepancia entre el deman-
dante y la Sala acerca de la posible extensión de la
consolidación del grado personal, que debe ser plan-
teada desde la perspectiva de la posible vulneración del
art. 23.2 CE.

Por lo que se refiere al derecho de acceso a funciones
públicas en condiciones de igualdad, el Ministerio Fiscal
considera que la demanda debe entenderse interpuesta
por el cauce del art. 43 LOTC, y ello le plantea algunas
cuestiones. La primera, si ha existido invocación en la
vía judicial procedente. Llega a la conclusión de que
no ha existido tal invocación en forma expresa, conforme
a lo establecido en el art. 44.1 c) LOTC, puesto que
la supuesta infracción del art. 23.2 C.E. debió hacerse
en el propio escrito de interposición del recurso con-
tencioso-administrativo, o en la demanda al menos, lo
que no se ha hecho. Dicho requisito, en segundo lugar,
no es un simple formalismo, sino que cumple la función
de establecer la subsidiariedad del recurso de amparo,
y da la oportunidad a los órganos judiciales para que
tengan la ocasión de reparar la vulneración del derecho
fundamental. No se ha cumplido por el demandante con
ese requisito de la invocación previa, pues en la demanda
contencioso-administrativa se ha limitado a establecer
cuestiones de legalidad ordinaria, de modo que sólo tras
la demanda de amparo puede llegar a establecerse la
posible dimensión constitucional de la cuestión susci-
tada. Por todo ello, el Ministerio Fiscal entiende que con-
curre la causa de inadmisión aludida, que en este trámite
se ha convertido en desestimación.

Si no se apreciase la anterior alegación, el Ministerio
Fiscal considera que, aunque el art. 23.2 C.E. incluye
no sólo el acceso a las funciones públicas, sino deter-
minados aspectos de la carrera profesional, en este últi-
mo aspecto tal derecho fundamental opera con menor
rigor, ya que deben tenerse en cuenta otros criterios
distintos en atención a una mayor eficacia del servicio
o a la prosecución de otros bienes constitucionalmente
protegidos (STC 363/1993).

11. Por providencia de 9 de abril de 1999 se acordó
señalar el día 12 del mismo mes para deliberación, fecha
en la que se inició el trámite que ha finalizado hoy.

II. Fundamentos jurídicos

1. El recurrente alega que la Orden de 25 de mayo
de 1990 de la Consejería de Administración Pública e
Interior y la Sentencia de 31 de diciembre de 1994
del órgano judicial han vulnerado el principio de igualdad
en el acceso a la función pública (art. 23.2 C.E.), al dis-
criminarle como personal estatutario de la Seguridad
Social, pues ello le ha impedido puntuar en el epígrafe
del baremo de méritos referente al grado personal, por
lo que no ha obtenido la plaza de Jefe de Servicio de
Medicina Interna, y, asimismo, el derecho a la tutela
judicial efectiva (art. 24.1 C.E.) por incongruencia omi-
siva, al no dar respuesta la susodicha Sentencia a peti-
ciones esenciales planteadas en la demanda.

El Letrado de la Comunidad Autónoma de Murcia
entiende que no ha existido discriminación, sino dife-
renciación que la propia norma establece, oponiéndose
a la estimación del recurso de amparo, como asimismo
se opone don Leandro González-Sicilia Llamas, quien
considera que la Sentencia del órgano judicial ha rea-
lizado una acertada y razonable revisión de lo actuado
por la Comisión de selección. Finalmente, el Ministerio
Fiscal se opone a la estimación de la demanda, argu-
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mentando que, tratándose de un concurso de méritos
para mejora del estatus profesional, el art. 23.2 C.E. ope-
ra con menor rigor, ya que deben tenerse en cuenta
otros criterios distintos en atención a una mayor eficacia
del servicio (STC 363/1993).

2. Pero antes de entrar en el fondo de las cuestiones
que son objeto del presente recurso de amparo, procede
examinar sendas causas de inadmisibilidad del mismo
que han sido puestas de manifiesto por la representación
de don Leandro González-Sicilia Llamas y por el Minis-
terio Fiscal en el trámite de alegaciones del art. 52.1
LOTC.

A) Según aduce aquél, el recurso de amparo no
cumple el requisito de haber agotado todos los recursos
utilizables en la vía judicial, como exige el art. 44.1 a)
LOTC y señala en tal sentido que don Pedro Paricio Núñez
ha interpuesto recurso de revisión ante la Sala Tercera
del Tribunal Supremo, que está pendiente de resolución.
Esta alegación ha de ser rechazada, porque si bien este
Tribunal sentó una reiterada doctrina en relación con
el recurso de revisión contencioso-administrativo previs-
to con anterioridad a la reforma introducida por la Ley
10/1992, de 30 de abril, en el sentido de que dicho
recurso debía interponerse antes de promover recurso
de amparo cuando alguno de los motivos previstos en
el art. 102 de la Ley reguladora de la Jurisdicción Con-
tencioso Administrativa (L.J.C.A.) de 1956 podían servir
precisamente para reparar la hipotética lesión de dere-
chos fundamentales que dan lugar al amparo, so pena
de considerar no agotada la vía judicial previa (por todas,
SSTC 204/1990, 50/1991, 126/1992, 39/1993,
42/1994 y 158/1994), esta doctrina no resulta apli-
cable tras la citada reforma legal, que transforma al recur-
so de revisión en un recurso no sólo extraordinario, sino
excepcional, al modo del recurso de revisión civil, cuyos
cuatro motivos tasados reproduce el art. 102.c) de la
L.J.C.A. en la redacción resultante de dicha reforma, nin-
guno de los cuales justifica el alegante que pudieran
haberse invocado por el recurrente. Como hemos dicho
en relación con el recurso de casación para la unificación
de doctrina (doctrina que resulta de aplicación con mayor
motivo en relación con el recurso de revisión de la
L.J.C.A.), corresponde a la parte que alega su no inter-
posición como motivo de la inadmisibilidad de la deman-
da de amparo, acreditar la posibilidad efectiva de recurrir
en esa extraordinaria vía, absteniéndose de efectuar
vagas invocaciones sobre la procedencia del recurso de
revisión, pues es claro que la diligencia de la parte para
la tutela de su derecho ante la jurisdicción ordinaria no
alcanza a exigirle, a priori, la interposición de recursos
de más que dudosa viabilidad (SSTC 210/1994,
183/1998 y 5/1999). Tal es el supuesto aquí enjuiciado,
sin que a lo dicho quite o añada nada que otro con-
cursante haya optado por interponer recurso de revisión,
pues tal decisión es ajena al presente recurso de amparo,
obviamente, por lo que tampoco cabe apreciar la excep-
ción de litispendencia que, por razón del recurso de revi-
sión interpuesto por don Pedro Paricio Núñez, se alega
por la representación de don Leandro González-Sicilia
Llamas (por todas, STC 122/1998, fundamento jurí-
dico 2.o).

B) Por su parte, el Ministerio Fiscal estima que no
se cumple el requisito de la invocación previa conforme
exige el art. 44.1 c) LOTC, puesto que la infracción del
art. 23.2 C.E. debió alegarse en el escrito de interposición
del recurso contencioso-administrativo o al menos en
la demanda, lo que no se ha hecho. Del examen de
las actuaciones se deduce que en el recurso de repo-
sición el demandante invocó el principio de igualdad
de trato en el acceso a la función pública y esa misma
invocación se realiza en el escrito de demanda en el
recurso contencioso-administrativo. Y aunque no se cita-

se numéricamente el art. 23.2 C.E., ello no es razón
para considerar que no se cumple el requisito del
art. 44.1 c) LOTC, pues es doctrina reiterada de este
Tribunal que dicho requisito no supone necesaria e inex-
cusablemente la cita concreta y numérica del precepto
o preceptos constitucionales presuntamente vulnerados,
siempre que el tema quede acotado en términos que
permitan a los órganos judiciales pronunciarse sobre el
mismo (SSTC 10/1986, 155/1988, 215/1988,
185/1992, 97/1994, 29/1996 y 146/1998, entre
otras muchas), como efectivamente ha ocurrido en el
presente caso.

3. Descartados así los óbices procesales, procede
entrar a examinar el fondo del asunto. El demandante
alega, en primer lugar, que la Sentencia impugnada,
desestimatoria del recurso contencioso-administrativo,
ha vulnerado su derecho fundamental a la tutela judicial
efectiva (art. 24.1 C.E.) por incongruencia omisiva, al
no dar respuesta a argumentos esenciales que utilizó
para rechazar su falta de puntuación en el apartado del
baremo de méritos relativo a la «posesión de determi-
nado grado personal», basada en su condición de per-
sonal estatutario del INSALUD. Este Tribunal ha afirmado
en su STC 172/1997 que «el derecho fundamental a
la tutela judicial obliga a los Jueces y Tribunales a resol-
ver las pretensiones de las partes de manera congruente
con los términos en que vengan planteadas, de tal modo
que el incumplimiento de dicha obligación constituye
una lesión de aquel derecho fundamental (entre otras,
SSTC 14/1984, 142/1987, 69/1992 y 30/1998)». Por
otra parte, según doctrina de este Tribunal , el derecho
a la tutela judicial efectiva exige del órgano judicial una
respuesta motivada y fundada en Derecho a las cues-
tiones o pretensiones planteadas por las partes, pero
no necesariamente una respuesta pormenorizada y
exhaustiva a todos los argumentos o alegaciones
empleados por las partes para apoyar tales pretensiones,
«pudiendo bastar, en atención a las circunstancias par-
ticulares concurrentes, con una respuesta global o gené-
rica, aunque se omita respecto de algunas alegaciones
concretas no sustanciales» (entre otras, SSTC 91/1995,
56/1996 y 30/1998). También ha sostenido este Tri-
bunal «que no cabe hablar de denegación de tutela judi-
cial si el órgano judicial responde a la pretensión principal
y resuelve el tema planteado» (STC 29/1987). Pues bien,
en el caso presente, la Sentencia impugnada, en su fun-
damento jurídico quinto, desestimó el argumento prin-
cipal del demandante, el referente a la consolidación
del grado personal, con una motivación minuciosa y ela-
borada, después de constatar que la Comisión de selec-
ción había consultado al INSALUD sobre la cuestión,
que informó en el sentido de que el personal estatutario
no consolida grado personal, por lo que, siendo el deman-
dante personal estatutario de la Seguridad Social, la
Comisión de selección interpretó que no procedía pun-
tuarle en el apartado del baremo referente a la con-
solidación del grado personal. Así pues, el órgano judicial
ha razonado con una respuesta no genérica, sino con-
creta, y ha dado una solución plenamente respetuosa
con el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva
del recurrente. No hay, pues, incongruencia omisiva
(SSTC 29/1987, 118/1989, 53/1991, 91/1995,
191/1995, 57/1997 y 53/1999, entre otras muchas).

4. Por lo que se refiere a la vulneración del art. 23.2
C.E., este Tribunal ha establecido que ese precepto, «al
reconocer a los ciudadanos el derecho a acceder en
condiciones de igualdad a los cargos y funciones públi-
cas con los requisitos que señalen las Leyes, concreta
el principio general de igualdad en el ámbito de la función
pública» (STC 353/1993). Asimismo, se ha señalado
que no confiere derecho sustantivo alguno a la ocupa-
ción de cargos ni a desempeñar funciones determinadas
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[SSTC 50/1986 (fundamento jurídico 4.o); 200/1991
(fundamento jurídico 2.o)], sino que garantiza a los ciu-
dadanos una situación jurídica de igualdad en el acceso
a las funciones públicas, con la consiguiente prohibición
de establecer requisitos para acceder a las mismas que
tengan carácter discriminatorio [SSTC 193/1987 (fun-
damento jurídico 5.o); 47/1990 (fundamento jurídi-
co 6.o)]. En conexión con lo anterior, debe recordarse
que el acceso a las funciones públicas tiene un contenido
material, mediante el cual se fijan determinados con-
dicionantes en el proceso selectivo, de tal manera que
los requisitos y condiciones exigidos sean referibles a
los principios de mérito y capacidad (STC 73/1998).
De este modo, se produce una intersección, en este
momento, del contenido del art. 23.2 C.E. con el del
art. 103.3 C.E., de manera que, como se ha venido afir-
mando desde la STC 50/1986, «aunque esta exigencia
figura en el art. 103.3 y no en el 23.2 de la Constitución,
la necesaria relación recíproca entre ambos preceptos
que una interpretación sistemática no puede desconocer,
autoriza a concluir que, además de la definición genérica
de los requisitos o condiciones necesarios para aspirar
a los distintos cargos y funciones públicas, el art. 23.2
de la Constitución impone la obligación de no exigir para
el acceso a la función pública requisito o condición algu-
na que no sea referible a los indicados conceptos de
mérito y capacidad, de manera que pudieran conside-
rarse también violatorios del principio de igualdad todos
aquellos que, sin esa referencia, establezcan una dife-
rencia entre españoles» (fundamento jurídico 4.o). A par-
tir de aquí se ha proclamado reiteradamente el derecho
fundamental a concurrir de acuerdo con unas bases ade-
cuadas a los principios de mérito y capacidad, que deben
inspirar el sistema de acceso y al margen de los cuales
no es legítimo exigir requisito o condición alguna para
dicho acceso (SSTC 67/1989, 27/1991, 365/1993,
60/1994, 185/1994 , 93/1995 ó 73/1998).

5. Dicho esto, cabe entender que, en el presente
caso, la falta de puntuación del recurrente en el apartado
del baremo referente a la «posesión de determinado gra-
do personal», debido a su condición de personal esta-
tutario de la Seguridad Social, ha supuesto una vulne-
ración de su derecho a acceder en condiciones de igual-
dad a la función pública autonómica (art. 23.2 C.E.). En
efecto, la Comisión de Selección advirtió las dificultades
que planteaba la aplicación del baremo a candidatos
sujetos a regímenes estatutarios diferentes y concreta-
mente en relación con el recurrente elevó consulta al
INSALUD sobre el particular, informando dicho organis-
mo que «entre el personal estatutario no estaba prevista
la consolidación de grado en los términos establecidos
en la Ley 30/1984». Partiendo de esta premisa, la Comi-
sión de Selección se inclinó por no puntuar al deman-
dante en el apartado I del baremo (posesión de un deter-
minado grado personal), motivando esta decisión en la
circunstancia de que «en su condición de personal esta-
tutario, no consolida grado alguno». Sin embargo, sí otor-
gó puntuación a otro concursante en régimen laboral,
a pesar de que la figura del grado personal no aparece
tampoco contemplada en la normativa laboral, aunque
amparándose en una interpretación que posibilitaba el
art. 34.1 del Convenio colectivo aplicable. Un esfuerzo
interpretativo que, ahora con base al principio consti-
tucional de igualdad en el acceso a la función pública
consagrado en el art. 23.2 le fue negado al recurrente
de amparo.

De este modo la Comisión de Selección realizó una
interpretación discriminatoria, en perjuicio del recurren-
te, del apartado I del baremo de méritos de la convo-
catoria, dado que pudo establecer, y no lo hizo, un criterio
similar al aplicado en relación con el personal en régimen
laboral. En efecto, en su sesión constitutiva de 16 de

febrero de 1990, la Comisión de Selección, al determinar
los criterios de valoración del baremo de méritos decidió
valorar la posesión de grado personal respecto del per-
sonal laboral fijo, entendiendo que se estimaría conso-
lidado al menos el nivel de puesto base por el transcurso
de dos años desde la adquisición de la condición de
laboral fijo en la categoría o escala de pertenencia, sin
necesidad de poseer una resolución de reconocimiento
expreso (que, obviamente, sólo el personal funcionario
podría obtener). Esta equiparación analógica entre fun-
cionarios y personal laboral fijo, a efectos de puntuación
por la posesión de un determinado grado personal, figura
ésta sólo prevista en principio en el marco funcionarial
[arts. 20.1 a) y 21.2 de la Ley 30/1984], no hay razón
para no extenderla al personal estatutario de la Segu-
ridad Social, como es el caso del demandante de amparo,
por aplicación del propio criterio material que se aplicó
al aspirante en régimen laboral fijo.

No es razonable que, abierta la convocatoria al per-
sonal funcionario, al personal laboral fijo y al personal
estatutario de la Seguridad Social, al interpretar las bases
y el baremo no se tenga en cuenta el diferente régimen
jurídico sustantivo de dichos colectivos, de tal suerte
que se coloca en una situación desventajosa al personal
estatutario frente a los funcionarios públicos y al personal
laboral fijo, al no valorar al personal estatutario de la
Seguridad Social en uno de los apartados del baremo
de méritos (el relativo al «grado personal») cuando ello
es perfectamente posible mediante una interpretación
más acorde con el principio de igualdad del referido
apartado, como se ha hecho en relación con el personal
laboral fijo. Dicho de otro modo, la Comisión de selección
aplicó un criterio material o sustantivo en relación con
el personal laboral fijo, entendiendo que, si bien la ins-
titución del grado personal no se contempla en la nor-
mativa laboral, cabe puntuar por el referido apartado
a dicho personal, considerando el desempeño del puesto
de trabajo durante dos años desde la adquisición de
la condición de laboral fijo como equivalente a la con-
solidación de un grado personal, habida cuenta que el
grado personal (de los funcionarios públicos) se con-
solida por el desempeño de un puesto durante dos años
continuados o tres con interrupción. Sin embargo, en
relación con el personal estatutario de la Seguridad
Social y respecto de ese mismo apartado del baremo
de méritos mantuvo un criterio formalista, y ello a pesar
de que el régimen jurídico aplicable a este tipo de per-
sonal guarda mayor similitud con el régimen funcionarial
que el que puede existir entre éste y el régimen laboral.
En tal sentido, debe tenerse en cuenta que el recurrente,
personal estatutario de la Seguridad Social, venía ocu-
pando con carácter definitivo un puesto de trabajo de
nivel 26 durante más de siete años a la fecha de la
convocatoria.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Cons-
titucional, POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTITUCIÓN
DE LA NACIÓN ESPAÑOLA,

Ha decidido

Conceder el amparo solicitado por don José Soriano
Palao y, en consecuencia:

1.o Reconocer el derecho fundamental del deman-
dante a no ser discriminado.

2.o Declarar la nulidad de la Resolución de 3 de
agosto de 1990 de la Dirección General de la Función
Pública, (Consejería de Administración Pública e Interior)
de la Comunidad Autónoma de la Región de Murcia,
así como de la Orden de la citada Consejería de 25
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de mayo de 1990, para que se dicte nueva Resolución
respetuosa con el derecho de igualdad consagrado en
el art. 23.2 C.E.

3.o Declarar la nulidad de la Sentencia de la Sala
de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal Superior
de Justicia de la Comunidad Autónoma de Murcia de
31 de diciembre de 1994 (recurso 840/1990).

Publíquese esta Sentencia en el «Boletín Oficial del
Estado».

Dada en Madrid, a treinta y uno de mayo de mil
novecientos noventa y nueve.—Pedro Cruz Villalón.—Ma-
nuel Jiménez de Parga y Cabrera.—Pablo García Man-
zano.—Pablo Cachón Vil lar.—Fernando Garrido
Falla.—María Emilia Casas Baamonde.—Firmado y rubri-
cado.

14235 Sala Segunda. Sentencia 100/1999, de 31
de mayo. Recurso de amparo 4.347/1995.
Contra Providencia del Juzgado de Primera
Instancia núm. 7 de Vigo, que resolvió recurso
de reposición contra Auto del mismo Juzgado
que acordó la inadmisión a trámite de deman-
da de juicio verbal. Vulneración del derecho
a la tutela judicial efectiva: Inadmisión de
recurso de reposición lesiva del derecho.

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional, com-
puesta por don Carles Viver Pi-Sunyer, Presidente; don
Rafael de Mendizábal Allende, don Julio Diego González
Campos, don Tomás S. Vives Antón, don Vicente Conde
Martín de Hijas y don Guillermo Jiménez Sánchez, Magis-
trados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo núm. 4.347/1995, inter-
puesto por don Antonio Lago García y doña Estrella Lago
García, representados por el Procurador de los Tribunales
don Juan Manuel Cortina Fitera y bajo la dirección del
Letrado don Emilio Hernández Revuelta, que tiene por
objeto la providencia del Juzgado de Primera Instancia
núm. 7 de Vigo de fecha 23 de noviembre de 1995,
recaída en los autos de juicio verbal núm. 707/1995,
resolutoria de recurso de reposición presentado contra
el Auto del mismo Juzgado de 2 de octubre de 1995,
por el que se acordó la inadmisión a trámite de la deman-
da. Ha intervenido el Ministerio Fiscal y ha sido Ponente
el Magistrado don Julio Diego González Campos, quien
expresa el parecer de la Sala.

I. Antecedentes

1. Mediante escrito que tuvo acceso al Registro de
este Tribunal el 20 de diciembre de 1995, don Antonio
Lago García —que comparece en nombre propio y en
representación de su hermana doña Estrella—, expone
su deseo de interponer recurso de amparo frente a las
resoluciones de que se hace mérito en el encabezamien-
to, para lo que también solicita el nombramiento de
defensa y representación gratuitas. Tras que, por pro-
videncias de la Sección Tercera de 11 de enero y 22
de marzo de 1996, se requiriera a los recurrentes la
subsanación de diversas carencias formales y documen-
tales, por nuevo proveído de 15 de abril del mismo año,
la Sección Tercera acordó requerir de los organismos
profesionales competentes el nombramiento de defensa

y representación de oficio. Luego que el defensor ini-
cialmente nombrado por providencia de 16 de mayo
de 1996 se excusara, y tras el debido dictamen del Con-
sejo General de la Abogacía, la Sección Tercera acordó
el definitivo nombramiento de los profesionales que
constan en el encabezamiento con fecha 24 de octubre
de 1996, concediéndoles plazo de veinte días para la
formalización de la demanda de amparo. Ésta tuvo por
fin acceso al Registro de este Tribunal el 22 de noviembre
de 1996, y aparece basada en los siguientes hechos,
brevemente expuestos:

A) Con fecha 5 de septiembre de 1995, don Antonio
Lago García, en su propio nombre, así como en repre-
sentación de su hermana doña Estrella, interpuso deman-
da de juicio verbal de la que una vez turnada corres-
pondió conocer al Juzgado de Primera Instancia núm.
7 de los de Vigo. Sin trámite intermedio, fue dictado
Auto de fecha 2 de octubre de 1995, por el que se
acordó la inadmisión a trámite de la demanda con la
siguiente fundamentación:

«Primero: El art. 720 L.E.C., que regula los requi-
sitos que debe reunir la demanda de juicio verbal,
así como el art. 524 del mismo cuerpo legal, exigen
que en el escrito inicial se concreten los datos que
permitan identificar a las partes litigantes, concre-
tamente el nombre y domicilio de las partes. En
la demanda ahora presentada se observa que la
parte demandada no aparece identificada con pre-
cisión, lo que hace inviable la citación para el acto
del juicio verbal, y que obliga a este Juzgado a
declarar la inadmisibilidad a trámite de la demanda.

Segundo: Por otra parte, el demandante don
Antonio Lago manifiesta actuar no sólo en repre-
sentación propia, sino, además, en la de su hermana
doña Estrella Lago, sin que acredite mediante la
correspondiente escritura de apoderamiento dicha
representación, por lo que, al amparo de lo dis-
puesto en los arts. 30 y 36 del Decreto de 21
de noviembre de 1952, así como el art. 503 L.E.C.,
se hace necesario igualmente repeler la demanda
por esta razón.»

B) Frente a dicho Auto, los demandantes de amparo
presentaron recurso de reposición, en el que, junto a
otros extremos, aclaraban que la demanda se presentaba
frente al Presidente de la Comunidad de Propietarios
de determinada finca —de la que forman parte los
recurrentes— y los comuneros que lo eligieron, y se apor-
ta copia del poder notarial por el que doña Estrella faculta
especialmente a su hermano don Antonio para cuantos
incidentes pudieran estar relacionados con el piso en
que ambos residen, así como para representarla ante
los Tribunales, etc.

C) Tal recurso obtuvo como respuesta la providencia
de 23 de noviembre de 1995, objeto formal del presente
proceso constitucional, que literalmente afirma:

«Dada cuenta, por presentado el anterior escrito,
únase a los autos de su razón. Se repele de plano
el recurso interpuesto por no citarse el precepto
infringido tal como preceptúa el art. 377 L.E.C. Con-
tra la presente resolución no cabe recurso alguno.»

2. Se fundamenta la demanda de amparo en la
supuesta vulneración del derecho a la tutela judicial efec-
tiva en que incurriría la citada providencia, por suponer,
a juicio de los demandantes, un rigorismo exacerbado
y desproporcionado, contrario a dicho derecho funda-
mental. Con cita de la doctrina contenida, entre otras,
en las SSTC 69/1987, 113/1988, etc., entienden los
recurrentes que la mencionada providencia ignora una
doctrina constitucional consolidada conforme a la cual,
al fundarse el recurso de reposición en razones tanto


